
Los Defensores de la Patria de la Casa Abelardista condenamos, de manera
categórica, firme e inequívoca, los actos de violencia, intimidación y terrorismo
que han afectado gravemente al departamento de Arauca. Estas acciones
criminales constituyen una amenaza directa contra la vida, la seguridad, la
libertad y los derechos fundamentales de la población, y han sometido a sus
comunidades a un estado inadmisible de zozobra, temor y desolación.

En los últimos días, Arauca ha sido escenario de hechos de extrema gravedad:
el lanzamiento de un artefacto explosivo contra el Batallón Energético N.º 14 del
Ejército Nacional, en Fortul, durante el día de la posesión presidencial; el cierre
de tiendas de la cadena D1, relacionado con el hurto de vehículos que
transportaban mercancía; y la destrucción de la subestación de Policía de
Betoyes mediante el uso de maquinaria pesada. Estos hechos evidencian una
ofensiva criminal que exige una respuesta inmediata, proporcional y
contundente por parte del Estado.

Frente a estos graves acontecimientos, manifestamos nuestra profunda
preocupación por la ausencia de un pronunciamiento claro, enérgico y oportuno
por parte de las autoridades departamentales, así como por la débil respuesta
del congresista Germán Rozo, quien se ha limitado a emitir condenas formales
que resultan insuficientes ante la magnitud de la amenaza. La gravedad de estos
actos no admite ambigüedades ni posiciones tibias; cualquier señal de
indiferencia, pasividad o permisividad puede interpretarse como una inaceptable
claudicación frente al terrorismo.

Recordamos que corresponde al gobernador, como máxima autoridad
administrativa del departamento, liderar con decisión las medidas necesarias
para proteger la vida, la integridad, los derechos y las libertades de todos los
araucanos. En momentos de crisis, el liderazgo institucional no puede reducirse
a declaraciones protocolarias: debe traducirse en acciones concretas, en
coordinación efectiva con la Fuerza Pública y en defensa irrestricta del orden
constitucional.

Reafirmamos nuestra confianza en la política de seguridad de la Patria Milagro,
liderada por el presidente Abelardo de la Espriella, y solicitamos
respetuosamente al Gobierno nacional la adopción inmediata de medidas



extraordinarias que permitan recuperar el control territorial, neutralizar a las
estructuras criminales y restablecer la tranquilidad en Arauca.

En particular, exhortamos a conformar y desplegar un bloque especializado de
búsqueda que, dentro del marco de la Constitución y la ley, identifique, capture
y ponga a disposición de la justicia a los integrantes de las estructuras
terroristas, así como a sus eventuales financiadores, facilitadores y redes de
apoyo, incluidos aquellos que pudieran actuar desde instancias civiles o
administrativas.

La violencia no puede seguir imponiéndose mediante el miedo, ni la indiferencia
institucional puede convertirse en un factor que favorezca la impunidad. Toda
conducta que implique colaboración, tolerancia, omisión o encubrimiento frente
a organizaciones violentas debe ser investigada con el máximo rigor y
sancionada por las autoridades judiciales competentes, con pleno respeto al
debido proceso.

A los habitantes de Arauca les expresamos nuestra absoluta solidaridad y
respaldo. No están solos. Confiamos en que el Estado actuará con
determinación, autoridad y estricto apego a la ley para proteger a las
comunidades, garantizar sus libertades, restablecer el orden y devolverle la
seguridad al departamento.

¡Arauca merece vivir en paz, con justicia, desarrollo, seguridad y la plena
presencia del Estado!


